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ABSTRACT

En el marco del debilitamiento del estado en América Latina y el fortalecimiento de las amenazas transnacionales, comienzan a identificarse en nuestra región espacios donde el estado no es capaz de asegurar el imperio de la ley frente a actores ilegales crecientemente eficaces. 

Este proceso se nutre de una gigantesca economía paralela y de la vulnerabilidad de los agentes estatales frente a la corrupción, identificándose además otros indicadores de riesgo (fronteras, zonas francas, minorías). La consolidación de estos espacios brinda un « área de servicios » tanto a actores provenientes de la insurgencia comercial como aquellos que surgen de la insurgencia política, permitiendo su sinergia.

Después del 11 de Septiembre, y de cara a la nueva noción de soberanía responsable sostenida por EEUU, la problemática adquiriría un nuevo sesgo.

Consideramos que la preocupación norteamericana respecto del proceso sólo puede reforzar la necesaria respuesta de los estados nacionales, que ya han comenzado a dar señales de preocupación por el control de su territorio soberano. 

Otros aspectos, como la lucha contra la corrupción y la inclusión social,  no parecen solucionarse desde la coyuntura, por lo cual no hay otra alternativa que sumar a los abordajes multilterales en seguridad y defensa, políticas de estado en educación y desarrollo.
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Introducción

En anteriores publicaciones
 hemos desarrollado algunos de los componentes estructurales que, consideramos,  han favorecido la conformación de las áreas sin ley, espacios donde actores transnacionales vinculados a la ilegalidad afirman su influencia por encima de la autoridad estatal. 

Algunos de ellos son los procesos derivados de la globalización y el simultáneo achicamiento del estado en los países del Hemisferio. 

Tanto la globalización cuanto el achicamiento del estado resultaron en luces y sombras, y entre estas últimas no puede obviarse el incremento de las tendencias a esquemas de exclusión.

El crecimiento de una economía paralela, negra y de subsistencia, nacida más del instinto de supervivencia que de la racionalidad económica de los sectores empobrecidos, se convirtió en un espacio favorable para la ejecución de actividades económicas ilegales vinculadas al crimen organizado.

El estado en crisis  se revelaría marcadamente incapaz de hacer frente a las enormes demandas, tanto de orden interno como externo, planteándose en su seno serias dificultades para la gobernabilidad
, fenómeno que el analista brasileño Favio Wanderley Reis denomina con acierto “ingobernabilidad hobbesiana”.: “Se trata del deterioro difuso del tejido social, de la criminalidad y de la violencia urbana crecientes, del surgimiento de espacios donde la autoridad estatal no tiene condiciones de hacerse valer de modo efectivo, comprometiendo así la capacidad de acción del Estado en el plano de la propia mantención del orden público y de la seguridad colectiva ”
.
En la fertilidad provista por estados poco eficientes y expandidos ámbitos de economía no regulada, las actividades ilegales crecerían y comenzarían a demandar grados de territorialidad.

Si nos remitimos a la bibliografía inicial sobre las denominadas “nuevas amenazas”, un resistido concepto que engloba fenómenos como el terrorismo, el crimen organizado, el narcotráfico, la proliferación de armas de destrucción masiva, entre otros, vemos que las actuales organizaciones buscan mimetizarse con la sociedad, sacando ventaja de los nuevos recursos en telecomunicaciones y sosteniendo una presencia casi virtual
. 

Muchas de estas estructuras vinculadas a las nuevas amenazas han adoptado un diseño de red (“network”)
, según el cual nodos poco numerosos se vinculan con una multiplicidad de otros nodos desde puntos dispersos del planeta, por lo general haciendo uso de la tecnología. Este diseño  presenta un panorama diferente a la demanda territorial propia del santuario, fácilmente identificable, y se filtra por las grietas del sistema de estados soberanos. 

En el caso de la más letal de las amenazas asimétricas, el terrorismo, la nueva modalidad de  “privatización”, tanto de la iniciativa como del financiamiento, permite a las organizaciones operar independientemente del apoyo de estados amigos. Este hecho dificulta aún más la localización de los nodos, al tiempo que las alianzas con el crimen organizado y las actividades de narcotráfico les brindan una gran flexibilidad y un flujo constante de ingresos.

Sin embargo, la dinámica de su propia expansión y, eventualmente, la instrumentación de contramedidas, va forzando la consolidación de espacios preservados de la persecución permanente. 

La ofensiva sobre Afganistán y los esfuerzos de la denominada Guerra al Terrorismo obligaron a los cuadros en huida refugiarse en lugares más seguros desde dónde continuar su lucha. Tanto los estados débiles como las áreas sin ley se insertarían en esta dinámica.

Desde el punto de vista de la demanda, entonces, comienzan a ser requeridos ciertos espacios de ausencia de estado eficaz para llevar a cabo actividades vinculadas a la ilegalidad, ya se trate de terrorismo, lavado de dinero, falsificación de documentos, contrabando de infinidad de rubros, narcotráfico, migraciones ilegales, etc..

No profundizaremos en este paper  las características de esa demanda. Daremos por aceptado este proceso de territorialización, mínima y altamente flexible, de la amenaza, para concentrarnos, en cambio, en la “oferta de territorialidad” existente en nuestro hemisferio, ya se trate de áreas sin ley como de estados cómplices y débiles.

En una aproximación inicial hemos identificado en nuestra región, de manera provisoria, ciertas áreas cuyas características parecen presentar rasgos aptos para el asentamiento de nuevas amenazas. Algunas de ellas son, o han sido en algún momento, la Triple Frontera entre Argentina, Brasil y Paraguay, el Pentágono suma la frontera entre Uruguay, Brasil y Argentina, la triple frontera entre Colombia, Perú y Brasil, el área de Ecuador fronteriza con Colombia, el Darién panameño, Maicao en Colombia, entre otras.  Podemos identificar asimismo otras áreas donde se presentan sólo un mínimo de rasgos, como en algunas zonas francas del hemisferio (Chuí en Uruguay, Colón en Panamá), donde es conveniente desarrollar algunas estrategias de control para evitar la conformación de un espacio sin ley.

A partir del análisis de dichos casos hemos logrado  identificar algunos rasgos recurrentes y arribar a un inicio de categorización en función del actor-gatillo. 

Siguiendo con el análisis desde el punto de vista de la oferta de territorialidad, vamos a incursionar marginalmente en la categoría de “estados cómplices”, entre los cuales incluimos al Surinam de Bouterse
, poniendo bajo observación provisoriamente  a Paraguay. Estos estados son perfectamente reconocidos por la comunidad internacional, tienen la capacidad de internalizar y externalizar su poder – a  diferencia de los estados fallidos – pero son altamente tolerantes respecto de las actividades ilegales, contando con marcos jurídicos muy permisivos y quedando sus autoridades masivamente involucradas en algunas de ellas. Desde el punto de vista de la oferta de oportunidades, nos encontramos en una situación similar a la del área sin ley pero a nivel estatal.

Hacia una definición del “área sin ley”

La soberanía es, en términos de Kelsen, el poder del estado de crear y aplicar el derecho en un territorio y hacia un pueblo
. Cuando una porción del territorio queda al margen de la aplicación e imposición de las leyes de un estado, nos enfrentamos a una situación favorable para la conformación de un área sin ley. 

El rasgo que define a un área sin ley, por encima de la presencia o ausencia del estado, es su capacidad de constituir una amenaza a la seguridad, ya sea respecto del estado como de terceros países. 

La noción de área sin ley (law less area o ungoverned area) no es asimilable al concepto de “espacio vacío”. Este concepto define, como su nombre lo indica, a las extensiones de terreno cuasi deshabitadas, donde la ausencia o débil presencia del estado, no es aprovechada por  actores ilegales, si bien su existencia puede significar otro tipo de riesgo para el estado nación.

Para que una zona que no se encuentre bajo control efectivo del estado sea considerada “área sin ley” deben existir allí contrapoderes asentados, como las diferentes versiones del crimen organizado y grupos que llevan a cabo o apoyan acciones terroristas. 

Este fenómeno nos obliga a realizar una salvedad: la ausencia de legalidad estatal no  implica que no rija en algunas áreas un sistema de códigos de naturaleza privada que hacen las veces de ley.

Un ejemplo arquetípico de área sin ley que  expone este rasgo fue la llamada “zona de distensión” en Colombia, un territorio donde imperaba la ley de la guerrilla y que se convirtió en epicentro de una serie de actividades ilegales que tenían relación tanto con los objetivos políticos declamados por las FARC cuanto con los aspectos crematísticos de su operación. Así por ejemplo la zona de distensión se convirtió en un verdadero “depósito de secuestrados” que aguardaban a la vista de todos el pago de cuantiosos rescates, además de ser funcional al tráfico de alimentos, armas, municiones, medicinas y obviamente cocaína y sus precursores químicos. Con un alcance territorial menor, los jefes de las favelas brasileñas imponen su propia ley sobre miles de personas. 

Si bien trabajaremos aquí con un concepto que tiene una dimensión netamente espacial, como área o zona, la categoría es igualmente aplicable a espacios no definidos en términos geográficos. Por ejemplo, ciertos circuitos comerciales urbanos controlados por bandas de narcotraficantes, o por mafias étnicas, podrían calificar como áreas sin ley, en el sentido de que tienen potencial de constituir una amenaza, están nutridos de la corrupción, manejan códigos propios y no están sujetas a la legalidad. Como se desprende de la enunciación de Kelsen, la soberanía se define por la aplicación del derecho no sólo sobre el territorio sino también sobre los ciudadanos.

El análisis empírico del fenómeno en nuestro Hemisferio nos permite identificar tres dimensiones  fundamentales que exhiben condiciones favorables para la conformación de las mismas. Estas condiciones no son necesarias ni suficientes, pero permiten identificar las vulnerabilidades a la hora de buscar respuestas a este fenómeno.

Una primera dimensión es de carácter político: la debilidad de las instituciones estatales. La debilidad del estado en América Latina es un tema crítico para la seguridad regional y su estudio se puede abordar a partir del análisis de dos procesos paralelos y en muchos casos simbióticos: la incapacidad de mantener el monopolio legítimo de la fuerza, y  la expandida venalidad de funcionarios.

Una segunda aproximación que nos permite identificar regularidades es el análisis de la dimensión político geográfica. La evidencia indica con claridad  que las zonas fronterizas y ciertas características geográficas de terreno brindan condiciones que favorecen la instalación de áreas sin ley.

Finalmente, el análisis de algunas condiciones socio-económicas ofrece indicadores válidos para evaluar la conformación de áreas sin ley. La instalación de zonas francas, la existencia de minorías étnicas y la disponibilidad de comunicaciones son algunas de ellas.

La áreas de vulnerabilidad de los estados

- dimensión política:  incapacidad de mantener el monopolio legítimo de la fuerza, y  expandida venalidad de funcionarios. 
Es importante evaluar aquí la actitud del estado-nación frente a la instalación de contrapoderes. En algunos casos las enormes capacidades del oponente hacen realidad el desafío al monopolio estatal de la violencia, como resulta evidente en Colombia y emergente en Perú, Ecuador y México. Vemos asimismo que este desafío puede devenir tanto de la insurgencia política (Colombia) como de la comercial
 (barones de la droga paralizando Rio
).

El desafío al monopolio de la violencia ha sido llevado a cabo, en general,  con efectividad, aunque los aspectos de legitimación de  ese logro resultan un poco más complejos. Cuando el perfil de estos actores se asocia con los intereses de los sectores empobrecidos, como Pablo Escobar en Colombia, los cocaleros en Bolivia, algunos liderazgos en Brasil, la legitimación de sus transgresiones es habitual, un fenómeno que se relaciona con la importancia de la economía ilegal para la supervivencia de los habitantes del área sin ley.

Cuando el desafío al monopolio de la violencia del estado no se encuentra legitimado y se recurre a la mera coacción, nos enfrentamos a situaciones masivas de refugiados y desplazados, como es el caso del interior colombiano
.

Si bien podemos considerar en estos casos que se trata de estados víctimas, que se esfuerzan pero no logran revertir los desafíos al monopolio legítimo de la fuerza, en general los procesos se mezclan con el segundo componente, que es la corrupción expandida.

En algunos estados se percibe una posición de complicidad (activa o pasiva, según se limite simplemente a mirar hacia otro lado, o a “proteger” los ilícitos), donde los funcionarios extraen masivamente beneficios económicos de las actividades que allí se realizan. Puede tratarse de un involucramiento institucional (El Surinam de Bouterse podría ser analizado bajo esta categoría, quedando Paraguay bajo observación) o individual por parte de funcionarios dentro del estado (el caso la policía y los políticos locales en las periferias urbanas de numerosas ciudades sudamericanas, funcionarios en las fronteras o consulados, dirigentes políticos que se nutren de ella para hacer funcionar la gigantesca máquina del clientelismo, etc.) En los casos de involucramiento estatal, donde incluso la legislación se adapta a las necesidades de las actividades ilegales,  podemos  hablar de “estados cómplices”.

- dimensión político geográfica.: zonas fronterizas y características geográficas del terreno.

Si bien el factor geográfico no determina por sí solo la conformación de áreas sin ley, muchos actores, vinculados fundamentalmente a la insurgencia política y el narcotráfico, sacan provecho de regiones de difícil acceso, mal integradas al resto del territorio del estado-nación y con vegetación selvática, capaz de ocultar campamentos, laboratorios y movimientos de precursores y mercadería (selva colombiana, ecuatoriana, peruana, Darién panameño, etc..).

Las zonas fronterizas, por su lado, brindan ventajas ciertamente obvias, tanto para la insurgencia política, que opta por estas áreas cuando están mal integradas para conformar santuarios donde descansar y abastecerse,  como para la comercial, que prefiere zonas urbanas donde mimetizarse, usando la corrupción como herramienta por  excelencia y aprovechando las ventajas del efecto globo (cuando aumenta la presión en un área se genera un corrimiento hacia países vecinos), las diferencias cambiarias, las brechas en la seguridad, las diferencias entre los marcos legales de los países limítrofes, la multiplicidad de transacciones y la alta demanda de servicios ligados a la falsificación, el lavado de dinero  y el contrabando.

-condiciones socio-económicas: zonas francas,  existencia de minorías étnicas y  disponibilidad de comunicaciones.

Se pueden identificar en el hemisferio numerosos casos en que la instalación de zonas francas multiplica las capacidades de los actores mencionados, no sólo en lo referido a actividades de contrabando, lavado de dinero y narcotráfico, sino en relación al financiamiento de actividades terroristas, como ha sucedido en la Triple Frontera respecto de grupos terroristas de Medio Oriente
 y con algunos hechos aislados en Iquique
 (Chile) y Chuí
 (Uruguay), entre otros. Maicao en Colombia y Colón en Panamá son asimismo zonas francas que merecen especial atención.

El desarrollo de estas actividades requiere asimismo de un sistema bancario lo suficientemente complejo y de una disponibilidad de comunicaciones alta, servicios que sólo se encuentra en grandes centros urbanos con amplia actividad comercial.

El asentamiento de minorías étnicas constituye un factor a considerar, especialmente porque las mismas instalan un flujo de contactos y dinero con las familias de origen que son funcionales a las necesidades de sectores radicalizados o ilegales, que se mimetizan en ese flujo legítimo de ayuda a las familias para llevar a cabo actividades criminales. En el caso de las mafias chinas, los vínculos con el continente favorecen el contrabando, la falsificación y la migración ilegal, mientras que en el caso de las minorías musulmanas
 se estima que el financiamiento de grupos extremistas, como Hezbollah, Hamas y eventualmente Al-Qaeda
, se encubre en el flujo de ayuda a las familias y caridad.

Por supuesto que la existencia de estas condiciones no conlleva en sí misma la formación de un área sin ley. Por el contrario, es la acción de los actores ilegales el disparador de las áreas sin ley.

Actores-gatillo del área sin ley

Si bien su naturaleza es esencialmente dinámica y multifacética y su “ventaja comparativa” radica en la profunda interacción entre elementos propios del crimen organizado con grupos nacidos para la acción política, podemos identificar dos tipos de actores que operan como gatillo en la conformación de un área sin ley: aquellos provenientes del ámbito político por un lado, y los ligados estrictamente al lucro, por otro.

Denominaremos “insurgencia política”
 a aquel actor vinculado a las guerrillas regionales, hoy calificadas como terroristas. Las mismas se identifican claramente en el escenario colombiano y su periferia pero la tipificación no se restringe a estos casos, ya que nada indica en el escenario latinoamericano que los grupos colombianos vayan a ser la única insurgencia política armada en el continente. Sin ir más lejos, el proceso zapatista en Chiapas acerca un caso asimilable a este parámetro y la reaparición de Sendero Luminoso en Perú constituye una amenaza ya operativa.

Damos por comprendido, asimismo, que la insurgencia del estilo de la colombiana ha alterado su naturaleza a partir de las actividades vinculadas al narcotráfico, que ya no sólo  protege sino que protagoniza. Vamos a observar, en consecuencia, actores de naturaleza inicialmente política, que conservan intacto el discurso y la red de apoyos,  pero que hoy pueden ensamblarse fácilmente al concepto alternativo de insurgencia comercial. 

Cuando los dividendos de la participación de la guerrilla en el narcotráfico alcanzan las cifras actuales, la naturaleza política de los grupos pierde espacio y el lucro y el poder en sí mismo se erigen como móviles válidos.

El segundo actor, que hemos denominado insurgencia comercial, agrupa a todos los tipos de actividades ilegales, denominadas comúnmente crimen organizado, que no sostienen una agenda política sino que se rigen exclusivamente por el lucro.

En la búsqueda de lucrar a partir de actividades ilegales, estos grupos interactúan con el sector político, a través de la corrupción de los funcionarios en una primera instancia y de todo el sistema como meta posterior, y frecuentemente operan con una agenda política para favorecer sus negocios.

Ambos grupos disparan y requieren la conformación de estos espacios que hemos denominado áreas sin ley. 

Cabe señalarse que, si bien algunos componentes son comunes, pueden identificarse rasgos característicos según la conformación del área sin ley sea producto de la acción de la insurgencia política o comercial. 

Por un lado, los movimientos terroristas (insurgencia política), potenciados por el narcotráfico y amparados en una geografía peculiar, generan espacios propios a los cuales el estado no tiene acceso, en general por la incapacidad fáctica de controlar la totalidad de un territorio con geografías difíciles y por la tenacidad de la resistencia armada que estos grupos ofrecen. En este caso el estado, si bien permeado de venalidades varias, es víctima de procesos que no puede controlar y el área sin ley se acerca al concepto de santuario propio de las guerras revolucionarias.

La búsqueda de “santuarios” en países vecinos, particularmente en el caso de Colombia, abre el camino del tan mentado spill-over o regionalización de guerras locales. La región fronteriza de Ecuador, Venezuela, Panamá, Perú y Brasil con Colombia, si bien con distinta intensidad, califica para este marco de análisis.

En este caso será la narco-guerrilla la punta de lanza para la conformación de áreas en las que el crimen organizado
 (armas, precursores, drogas, etc..) encuentra nodos desde donde operar.

En otros casos la conformación de dichos nodos de la network partirá del crimen organizado y tendrá como herramienta privilegiada la venalidad de los funcionarios. A diferencia de la insurgencia política, el crimen organizado no busca destruir el poder político sino adaptarlo a sus necesidades, pero su acción corruptora disgrega desde adentro al estado favoreciendo los móviles políticos de los ocasionales socios.

Una vez instaladas las áreas sin ley, ya sea por impulso del terrorismo o del crimen organizado, los espacios  conformados constituirán polos de atracción para agentes ilegales, ya sean traficantes o terroristas, tanto como santuarios o refugios temporarios como para la instalación de nodos en el complejo sistema de network que describiéramos anteriormente. Un verdadero “espacio de servicios” para el mundo del terrorismo y la criminalidad, donde todo se compra y todo se consigue...

La simbiosis terrorismo-criminalidad

Si se mira el fenómeno de la simbiosis desde la perspectiva de una organización terrorista, el análisis se focaliza en una cuestión de movilidad económica de la operación. Como se mencionó anteriormente, mientras en décadas pasadas estos grupos disfrutaban de generosos financiamientos, apoyo logístico y entrenamiento por parte de algunos estados, todos estos rubros se convirtieron en “costos a cubrir” el día de hoy. Así, se hace cada vez más nebulosa la diferencia entre las motivaciones criminales y las políticas. 

Es por ello que hoy el terrorismo y el crimen organizado pueden ser estudiados en un mismo plano, convergiendo hacia un punto central donde una organización puede simultáneamente exhibir características del terrorismo y de la criminalidad.

En nuestro hemisferio estos grupos adoptan modelos con liderazgos centralizados y que usualmente giran entorno a una figura carismática ( “Tiro Fijo” Marulanda en las Farc, Abimael Guzmán en Sendero) por lo que la detención o muerte del líder impacta directamente en la dinámica de la organización y puede cambiar sus motivaciones.

Los últimos dos años estuvieron signados por un aumento en el número, calidad y expansión geográfica de las alianzas, tanto de grupos criminales formando uniones con organizaciones terroristas cuanto a la inversa. Estos “acuerdos” pueden ser de corto o largo plazo y suelen tener fines muy específicos (una determinada ruta, conocimientos en lavado de dinero o en explosivos) y se mantienen en la medida que resultan necesarios para el objetivo prefijado.

Los más comunes se dan en el ámbito del contrabando de droga (carteles Mexicanos con carteles colombianos y mafia rusa por ejemplo) pero no se limitan a esto: documentos falsos para grupos islámicos, dinero falso, tráfico de personas o movimiento de armas y explosivos, con operaciones que se hacen cada vez más sofisticadas traspasando fronteras aún de continente en continente. Complejas redes de cuentas bancarias y poderosos sistemas criptográficos aseguran los movimientos de dinero y las comunicaciones.

Sin embargo, y a pesar de lo dicho, los grupos criminales y los terroristas prefieren evitar conformar alianzas, ya que surgen comúnmente problemas de seguridad, discrepancias en las prioridades y las estrategias, desconfianza, y el temor que la alianza fortifique a quien mañana puede ser un competidor. Se prefiere en general generar estructuras capaces de auto-contenerse o tercerizar algunos servicios concretos, como puede ser el transporte o la distribución de droga.

La creciente inclinación de los grupos terroristas hacia las actividades criminales no aparece como una tendencia definida hasta comienzos de los años 90; simultáneamente grupos criminales participan en la escena política en un esfuerzo por manipular a su favor las condiciones operacionales existentes en un creciente número de estados débiles, vulnerables a la coacción o a la corrupción.

Así, algunas organizaciones criminales fomentan reivindicaciones políticas, no con la intención de cambiar el status quo del estado, sino más bien para asegurarse su medio ambiente operativo. 

Por ejemplo, los ataques realizados por el cartel del Medellín a finales de los 80, dejaron un saldo de más de 500 muertos, pero ellos no tenían interés en derrocar al gobierno, un objetivo que sí buscaban los grupos terroristas que simultáneamente operaban en Colombia por esos días.

Mucho más recientemente el “Comando Vermelho” desató en Río de Janeiro una campaña terrorista a comienzos de este año destruyendo buses, locales comerciales y atacando coordinadamente áreas residenciales.

Del lado de los terroristas, ETA en España, FARC en Colombia, Hezbollah en Medio Oriente o Sendero Luminoso en Perú, están implicados tanto en el narcotráfico como en el contrabando de armas y explosivos o en secuestros extorsivos.

Tanto bandas criminales como grupos terroristas evolucionan mostrando características recíprocas simultáneamente, al punto de aparecer como híbridos con el potencial para moverse de un extremo al otro.

Esta “convergencia” en su nivel básico muestra a grupos criminales que despliegan banderas con motivaciones socio-políticas; en un segundo estadio se refiere a grupos terroristas interesados en la obtención de ganancias (particularmente para sus jerarquías) que utilizan una retórica política como fachada de las acciones criminales.

Las bandas involucradas en el crimen transnacional pueden valerse de tácticas terroristas para lograr una visibilidad mediática en aquellos casos en los que el objetivo es alcanzar influencia política, interrumpir procesos judiciales o bloquear determinada legislación infiltrando y corrompiendo las instituciones del estado. Para ellos la solidez económica es un pre-requisito para la influencia política, la que subsecuentemente sustenta la vida de la organización y sus actividades.

El segundo componente de la convergencia criminalidad-terrorista incluye a grupos terroristas que, como las FARC, están tan involucrados en acciones delictivas que su base ideológica aparece cada vez más difusa. Las tácticas y el equipamiento terrorista les permite confrontar exitosamente con bandas rivales, utilizando simultáneamente las reivindicaciones políticas para atraer nuevos reclutas, que en general obtienen una recompensa económica muy superior a la retribución promedio que los estados pueden erogar.

Las áreas sin ley después del 11 de Septiembre

La elaboración del concepto de área sin ley partió de la observación de dos procesos paralelos y sinérgicos ya mencionados: el creciente debilitamiento del estado en el ámbito de América Latina, con la pérdida consiguiente del control sobre la totalidad del territorio  por un lado, y la creciente demanda de territorialidad de las denominadas nuevas amenazas como fruto de su propia expansión, por el otro. Se configuraban en la conjunción de estos procesos realidades de riesgo capaces de  constituir amenazas a la seguridad, definida, según estos términos, por criterios primordialmente nacionales o subregionales.

Sin embargo, meses después de enunciado el concepto tendría lugar el fatídico 11-9 y la consecuente transformación del abordaje estratégico de Estados Unidos. 

El 11 de Septiembre dio origen a una profunda revisión de los conceptos estratégicos que servían de marco a la política de defensa de los Estados Unidos, ya que hasta el momento sólo los actores estatales eran considerados con la capacidad necesaria como para convertirse en amenazas y frente a ellos el incontestable poder militar de EEUU resultaba más que suficiente.
La irrupción inesperada de una amenaza de gran envergadura proveniente de actores sub-estatales (inmunes a las represalias convencionales) situados simultáneamente dentro y fuera del territorio continental de los Estados Unidos, sin un respaldo estatal fehaciente, pero a la vez con una base territorial entre los Talibanes de Afganistán, fue respondida,  en lo inmediato,  de manera convencional y con los resultados por todos conocidos.
Las investigaciones que siguieron al ataque fueron develando paulatinamente la estructura y extensión de la amenaza de Al Qaeda. El hecho de que sus redes aparecen en los cuatro puntos cardinales del planeta muestra una estructura organizativa en forma “nodal” que hace pensar en un sistema de “red de redes”, y de allí la peculiaridad de sus formas operativas, su extensión e imbricaciones. Los “nodos” de Al Qaeda pueden estar operando en cualquier parte del globo, por lo cual queda en evidencia que el ámbito de la seguridad doméstica de los Estados Unidos reconoce muy pocas restricciones.
Bajo la luz de estos hechos, el fenómeno de las “áreas sin ley” está siendo valorado de un modo que difiere de las evaluaciones originales, en la medida en que éstas, denominadas ahora por el Pentágono “ungoverned areas”, son consideradas como fuentes potenciales de amenaza para la seguridad doméstica de los Estados Unidos y, como tales, su existencia misma es calificada de inaceptable. Resulta evidente, sin embargo, que las mismas se encuentran en territorios que están dentro de estados soberanos.
La respuesta norteamericana al 11-9, de hecho, hace su primer movimiento, casi instintivo, en base a lo conocido: los estados. A través de los mensajes oficiales y de las acciones concretas en Afganistán EEUU pone en claro que cada estado es responsable de lo que sucede fronteras adentro
 y que la ausencia de acciones congruentes con la seguridad internacional habilitan la intervención externa. 

Para fundamentar este nuevo paradigma se echa mano de renovadas lecturas de viejos conceptos, como los de guerra preventiva y “soberanía responsable”
. En este contexto, la soberanía dejaría  de ser un derecho vinculado a la autodeterminación para convertirse en una obligación respecto de la seguridad del sistema internacional. 

Estos conflictivos enfoques ameritan un análisis mesurado y realista. 

Por un lado, es innegable el derecho que le asiste a Estados Unidos, como país agredido, para arbitrar todos los medios tendientes a evitar que un nuevo 11/9 se repita. Pero parece imperativo encontrar un balance entre la necesidad de desarrollar una lucha eficaz contra el terrorismo y el respeto por la soberanía de los estados independientes, criterio que aún hoy es el fundamento del sistema internacional. 

La soberanía como responsabilidad

De acuerdo al artículo 2 de la Carta de Naciones Unidas, la “Organización esta basada en el principio de la igualdad soberana de todos sus Miembros”. La soberanía está en los fundamentos de la estatidad (statehood) y conlleva la obligación de no intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados
. Sus dos pilares son, según Stephen Krasner
, la autonomía y la territorialidad.

Sabemos sin embargo, que tanto desde la perspectiva del análisis fáctico como desde el enfoque de seguridad humana e intervención humanitaria
, se han comenzado a relativizar los términos absolutos del concepto de soberanía.

Hasta hoy, esta limitación a la soberanía de los estados ha sido siempre consensuada, acotada y ad hoc
, pero los aportes académicos para sumar precisiones al concepto y definir las nuevas realidades han sido incesantes. 

Robert Jackson habla de quasi estados cuando se refiere a  aquellos que tienen entidad jurídica pero carecen de los aspectos empíricos de la estatidad, es decir, son reconocidos por la comunidad internacional pero son incapaces de desempeñar las funciones mínimas que le dan existencia
. La estatidad jurídica en ausencia de una estatidad empírica nos ubica en el terreno de los estados fallidos.

Dentro de los académicos vinculados a la seguridad humana y la intervención humanitaria, Evans y Sahnoun sugieren cambiar la terminología “derecho a intervenir” por la idea de “responsabilidad de proteger”
. Dicha responsabilidad es inherente al estado soberano respecto de sus ciudadanos, pero al no ser éste capaz o no tener la voluntad de ejercerla, la comunidad internacional pasa a ser depositaria de la misma. Se pasaría así de la idea de la impunidad soberana a la de la accountability nacional e internacional. Estos autores afirman tempranamente que “la esencia de la soberanía (pasaría) del control a la responsabilidad”
. 

Este giro conceptual que se nutre de la intervención humanitaria se ensambla a la perfección con las demandas conceptuales que enfrenta Estados Unidos para dar respuesta a las amenazas transnacionales después del 11 de Septiembre.

Dos categorías fundamentales que venían siendo trabajadas desde el análisis de la intervención humanitaria pasan a conformar en núcleo duro de la nueva doctrina estratégica, aún en formación:  el concepto de estado débil y/o fallido
 , para designar a aquellos estados incapaces de controlar los procesos que suceden dentro de su territorio, y las “ungoverned zones”, una denominación alternativa al concepto de “áreas sin ley” y que designa a aquellas zonas donde el estado se encuentra ausente y se han instalado amenazas.  

Y es aquí donde la noción de accountability pasa a ser nuevamente relevante, ya que no es dable esperar, menos aún después de la Guerra en Irak, que sea la comunidad internacional el agente de control y la multilateralidad el mecanismo a adoptar. ¿Quién decide, en definitiva, sobre la responsabilidad o no de la soberanía de otros actores?

La guerra preventiva y las áreas sin ley

Respecto de la responsabilidad de los estados frente a la problemática de áreas sin ley en el ámbito hemisférico, el concepto de soberanía responsable si bien no parece agregar nuevos elementos en términos de seguridad, devuelve cierto grado de atención de los gobiernos y los organismos regionales sobre la consolidación de amenazas fronteras adentro. Los estados del hemisferio son actores racionales, concientes de sus responsabilidades, y crecientemente alertas de las amenazas que constituyen para su propia seguridad las áreas sin ley. La mera eventualidad de que Estados Unidos pueda identificar una amenaza en sus propios territorios sólo multiplica el estado de alerta y agiliza las respuestas.

Respecto del otro conflictivo concepto enunciado en la National Security Strategy
, el de guerra preventiva, vale la pena detenerse en algunos análisis académicos que han surgido luego de su enunciado para evaluar su relevancia en el nivel regional. 

Una primera observación realizada desde numerosas publicaciones relacionadas con la seguridad y la estrategia se ha centrado en diferenciar el criterio de preventivo del de “preemptive”
, un término que no identificamos en el español. Las autoridades norteamericanas han usado a ambos indistintamente aunque su significado es bastante diferente.

El académico Lawrence Freedman afirma que las acciones preventivas están destinadas a atender el problema antes de que llegue a la crisis. Los medios adecuados para la etapa preventiva pueden ir desde propender a una configuración política más favorable hasta aceitar mecanismos de inteligencia, iniciar acciones diplomáticas, elaborar programas de ayuda económica o de  apoyo técnico, entre otros. 

El concepto de “preemptive”, en cambio, se refiere a una acción que tiene lugar ante la inminencia de un ataque. Implica simplemente golpear primero para posicionarse mejor ante un enfrentamiento inevitable. Pero dada la nueva naturaleza de la amenaza, donde la inminencia no se puede evaluar objetivamente, el espacio para una acción preventiva (“preemptive strike”) se relativiza y ambos conceptos se acercan.

Este análisis nos brinda herramientas para reflexionar sobre el rol del Hemisferio dentro de la NSS. Descontamos por supuesto que la región es un ámbito de intensas acciones preventivas, aunque no podemos afirmar que las mismas sean las adecuadas en todos los casos. 

Un escenario de “preemptive strike”, por el contrario, parece poco probable, al menos en América del Sur. 

Vale la pena recordar que ambos conceptos surgen como una respuesta estratégica frente a la insuficiencia o a la irrelevancia de la disuasión para contener a una amenaza asimétrica. Los estados del Hemisferio, sin embargo, constituyen actores totalmente susceptibles de disuasión, por lo cual consideramos que si bien en algunos casos medidas preventivas como el Plan Colombia o la Iniciativa de las Américas  pueden ser necesarias para suplir las carencias de ciertos estados “víctimas”, estas acciones no harían más que sumar preocupación –y eventualmente recursos- sobre procesos que constituyen una amenaza a la seguridad nacional de los estados.

No aspiramos aquí a especular sobre las decisiones de terceros países sino de neutralizar la idea de que el desarrollo de una categoría como la de áreas sin ley sea funcional a la doctrina de seguridad nacional de Estados Unidos y pueda hacer mella en el derecho y responsabilidad de todo estado soberano de controlar el territorio y de imponer la ley en toda su extensión.

Respuestas de los estados

La metodología usada para la construcción de este concepto se acerca a la clásica definición de Max Weber de tipo ideal
. A partir de la observación de los desarrollos empíricos (siempre según fuentes secundarias, no trabajo de campo)  se construye esta categoría seleccionando un núcleo de elementos concurrentes. 

Al bajar nuevamente al terreno, sin embargo, la aplicación del mismo a la realidad es imperfecta. Se dan por lo general un número de factores mientras otros son menos evidentes. En todos los casos su proyección no es absoluta.

Es en base a esta aplicación imperfecta que se tiende a cuestionarlo y los gobiernos son muy reticentes a aceptar la existencia de áreas sin ley dentro del territorio de su estado, una actitud evidente y comprensible.

Pero podemos visualizar, sin embargo, que la preocupación por parte de los estados respecto del proceso aquí descripto ya está generando respuestas y hasta ciertos cambios estratégicos.

Como afirmamos anteriormente, el mero hecho de que EEUU pueda considerar que este fenómeno se enmarca en las amenazas a su seguridad no hace más que potenciar la necesidad de encontrar soluciones rápidas y efectivas a las áreas sin ley.

No es casual que los cambios doctrinarios que se vislumbran en el escenario hemisférico realicen un marcado hincapié sobre la necesidad de que el Estado recupere el control territorial.

Resulta evidente este objetivo en la nueva estrategia del presidente Álvaro Uribe en Colombia, enunciada en la Política de Defensa y Seguridad Democrática
, el documento marco mediante el cual el Gobierno Nacional trazó las líneas básicas de la Seguridad Democrática para proteger los derechos de los colombianos y fortalecer el Estado de Derecho y la autoridad democrática.

Según el mencionado documento, la primera condición para cumplir con el objetivo de fortalecer el Estado de Derecho es la consolidación gradual del control estatal sobre la totalidad del territorio. La Fuerza Pública iniciará este proceso asegurando su presencia permanente y definitiva en todas las cabeceras municipales, con el apoyo de brigadas móviles y demás unidades de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional. Todas las entidades del Estado contribuirán dentro de sus competencias a la consolidación de la autoridad democrática en el territorio.

Los nuevos objetivos estratégicos no se centran ya en combatir al enemigo sino en consolidar el control estatal del territorio, la protección de la población, la eliminación del comercio de drogas ilícitas, el mantenimiento de una capacidad disuasiva y la eficiencia, transparencia y rendición de cuentas.  

   Por el lado de República Federativa de Brasil, la llegada a la presidencia del candidato del PT Luis Inacio Lula da Silva generó no pocas especulaciones respecto de las características futuras de su relacionamiento con la administración de G.W. Bush. La actitud que Lula pudiera tomar resultaría angular, en un sentido u otro, para la elaboración de una política de seguridad hemisférica que resultara aceptable para las percepciones regionales de los Estados Unidos.  El presidente de Brasil dialogó con su par norteamericano en reiteradas oportunidades, pero la visita realizada en Junio de 2003, sumada a las acciones de interceptación generadas por el Sistema de Vigilancia Amazónica (SIVAM) tendientes a impedir el uso del espacio aéreo por parte de los traficantes de armas y droga que operan desde Colombia, Brasil y Surinam
 y la puesta en marcha de la “Operación Timbó” en el mismo mes de Junio sirvieron para responder a preocupaciones e interrogantes
. La operación Timbó, centrada en la extensa zona fronteriza entre Brasil, Colombia y Perú involucra la participación de mas de 4.000 efectivos del ejercito, a los que se suman patrullajes aéreos y fluviales centrados en el área Tabatinga-Leticia (casualmente una de las zonas bajo observación como una posible area sin ley, en virtud de la débil presencia de los estados involucrados – Brasil, Perú y Colombia –
 ) y una creciente cooperación con las fuerzas armadas Colombianas.
Esta enérgica respuesta del gobierno de Lula frente al spill-over colombiano sobre el Amazonas encierra un claro mensaje: la importancia del control territorial por un lado, la voluntad de generar las respuestas desde el estado nacional, y la disposición a atender las preocupaciones del principal socio hemisférico.

En Argentina la cuestión de la presencia territorial parece haber vuelto al debate, aunque  inicialmente con el concepto de los espacios vacíos en vista.

Al margen de que estos giros estratégicos resulten eficaces o no, los mismos constituyen atisbos de respuesta a un problema que tal vez nadie enuncie pero que todos reconocen. 

Remitiéndonos a los orígenes del área sin ley, hay dos elementos estructurales que conforman el sustrato del proceso y que no se resuelven con medidas de seguridad: la corrupción y la exclusión. Si esos aspectos estructurales no son atendidos, toda política de seguridad y defensa será insuficiente. Políticas de estado en el sentido del desarrollo, con  capacidad de reincorporar a la economía al 50% de la población; políticas de educación capaces de reconstruir valores para contener la corrupción; políticas de justicia para restablecer sanciones y frenar la criminalidad, son pilares para el acotamiento de las amenazas. Pero mientras nuestras naciones bregan por encontrar esos caminos, asegurar el imperio de la ley en el territorio de los estados soberanos en lo inmediato no aparece como un objetivo menor.

Conclusiones

 Si bien el concepto “área sin ley” nace de la observación empírica de los procesos descriptos, nos enfrentamos a un escenario altamente dinámico y, como resulta evidente, incierto. Cualquier episodio de magnitud puede alterar las definiciones del área sin ley, una categoría que ya hoy nos exige constantes revisiones en vista de las respuestas de los estados a las amenazas percibidas. 

La evolución en las percepciones de amenazas se ha acelerado en los últimos años y está ya instalado el convencimiento de que el abordaje multilateral es un punto de partida imprescindible para la instrumentación de respuestas a desafíos de naturaleza transnacional. Numerosos ámbitos diplomáticos, militares y de seguridad se encuentran analizando los marcos normativos a la luz de estas necesidades.

Aún en una configuración regional abismalmente asimétrica, para que las amenazas sean atendidas de la única manera posible, es decir, regionalmente, la percepción de las mismas y la instrumentación de respuestas debe alcanzar un grado cierto de consenso.

Los estados del Hemisferio, en diferentes niveles, sufren día a día los costos del consumo de drogas, padecen una enorme inseguridad como fruto del crimen organizado, han sido víctimas, en el caso argentino, del terrorismo islámico y soportan en forma cotidiana niveles exacerbados de violencia. Estos estados saben que no pueden eludir la responsabilidad que les cabe en dichos procesos, tanto en el orden interno como frente a terceros países.

Es cierto que parece haber entre los gobiernos del Hemisferio ciertos niveles de disenso en cómo llegar a la meta; en cómo se debe ejercer esa responsabilidad. Incluso puede haber diferencias en el modo de jerarquizar los puntos de la agenda de seguridad. La inseguridad y la pobreza parecen estar al tope de la agenda para muchos países, mientras Estados Unidos prioriza manifiestamente la lucha contra el terrorismo islámico, un objetivo que es percibido como secundario por otros estados de la región.

Pero no hay que permitir que el énfasis en los matices instale una brecha de inacción. La comunidad de objetivos deviene de las vivencias comunes de los ciudadanos del hemisferio, y  se suma a una generalizada intención por parte de los estados de la región de “hacerse cargo”, de dar respuestas efectivas y de cooperar.

Sólo una voluntad política concurrente puede poner en marcha con eficacia los instrumentos del multilateralismo y la cooperación. 

Estos consensos y voluntades nos obligarían, desde el ámbito  académico, a evolucionar hacia nuevas categorías porque los fenómenos aquí descriptos menguarían, para bien,  su relevancia como objeto de estudio.
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